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De acuerdo con el plan que se había convenido, se cele-
:r 
braron durante el mes de Junio del pasado año di.versas reunio--
nes preparatorias del estudio encomendado al Grupo de Trabajo -
designado para la elaboración del informe que se elevará· al Pre 
sidente del Gobierno, en relación con la adopción de medidas en 
caminadas a conseguir un aumento significativo de la oferta de -
suelo urbanizado en las ciudades españolas. 
Estas reuniones preparatorias, en las que se abordaron 
diversos aspectos del probleina, permitieron conocer la actividad 
de los diversos organismos de la Administración implicados, sus 
posibilidades de actuación y sus necesidades en orden a la inten-
sificación de las mismas. Por otra parte, el intercambio de 
ideas y de puntos de vista, así como el examen de Índices de 
problemas y esquemas de actuación sometidos a la consideración 
de los diversos expertos convocados, diÓ lugar a un conjunto hn-
portante de aportaciones que constituyeron un material que pern~ 
tió elaborar un primer borrador que recogía ordenadamente ese -
conjunto. Tarn.bién se contó con los trabajos que sobre el te1na -
produjo en su momento el Centro de· Estudios Urbanos del Institu 
to de Estudios de Administración Local,· y los que se hicieron 
por el Ministerio de la Vivienda durante la elaboración del Pro~-­
yecto de Ley de Reforma de la Ley sobre Régirnen del Suelo y --
Ordenación Urbana. 
Con todo ello se preparó una primera redacción de un -
documento provisional que· fué eriviado a todas aquellas personas 
que habían colaborado en su elaboración, solicitando de las mis-
mas su opinión y sus enmiendas, y una vez recogidas las suge--
rencias obtenidas, se ha procedido a una nueva redacción que es la 
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que se ofrece a continuación,;, para consideración del Grupo de --
Trabajo. 
Conviene hacer constar que algunas de las medidas que 
aquí se proponen están ya anticipadas en el Proyecto _de Ley de _ 
Reforma de la Ley del Suelo, por lo cual la aprobación de éste _ 
facilitará la instrumentación de aquéllas. No obstante, es ·preciso 
señalar que el Proyecto de Ley deja sin .resolver aspectos estr~ 
turales importantes ya que se trata de una reforma parcial del _ 
marco jurídico, sin el necesario planteamiento de una reforma 
general de la política urbanística. Por otra parte, sus efectos - _ 
tardarán en dejarse sentir puesto que su puesta, a punto exige n~­
cesariamente bastante tie1npo. 
l. - El problema de la escasez y carestía de suelo urbanizado. 
., 
.J. 
Uno de los temas que más frecuentemente movilizan a la - -
opi~ióri pública y parecen interesar más a la sociedad espa-
ñola es el de la insatisfactoria situación urbanística del - - -
país y la preocupación que suscita sti futuro. 
La concentración de actividades en. las ciudades apro-
vechando la infraestructura existente y la intensidad de ocu-
pación del suelo urbano derivada de ello, ha producido, en -
efecto, una serie de transformaciones en las Últimas déca- -
das, muchas de ellas perturbadoras de la calidad de la vida, 
que además de ser fácilmente perceptibles y denunciables -
por el ciudadano, están empezando a comprometer seriamen 
te la eficacia econórn.ica del siste1na. productivo que ha lleva 
do a esa concentración. Los Índices de contaminación atmo s 
férica de algunas ciudades españolas están entre los más al 
tos. del mundo. Las dificultades de circulación son irnportan 
tes. Los niveles de dotaciones de equipo social, cultü::ral y -
recreativo, están por debajo de los de la n'layor parte de --
los países europeos. Los precios del suelo en nuestras ciu-
dacles., son de los rn.ás altos del n1undo. Por todo ello empi~ 
za a ser evidente que esta política de concentración no pue-
de ser prolongada en el fu tu ro y que es nec e s.::< ia la di spo si_ 
ción, como mínimo, de nuevas extensiones de suelo urbano, 
es decir, dotado de nueva infraestructura, suficientemente -
importantes. 
Con independencia de que un planteamiento global de - -
este terna conduce al terreno de la política e~onÓmica y al -
diseño de toda una estrategia nacional de localizacíón indus -
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trial y de vivienda, apoyada en una política de infraestructu 
!t 
ra física y social, lo qu~ entra de lleno en la Planificación 
Nacional del Desarrollo y exced.e con mucho la intención de 
este trabajo, cabe pensar en un arbitraje·--a:e· medidas conc:re 
tas y posibles de política urbanística que en un plazo relati 
vamente breve y sin esperar a esa estrategia nacional de -
compleja elaboración y largo alcance, traten de proporcio--
nar un alivio de las tensiones actuales fluidificando la pro -
ducción y oferta de suelo urbanizado en las ciudades españ!:?_ 
las. 
De los 
,, 
mas lúcidos análisis existentes sobre la probl~ 
mática del mercado del suelo urbano en España se deducen 
algunos hechos básicos que conviene tomar como punto de -
partida de toda reflex;i.Ón encaminada a conseguir los objeti-
vos que acaban de enunciarse. 
Sin necesidad de rernontarse a un largo análisis histó-
rico de la situación, conviene, no obstante, recordar, como 
ya ha sido puesto de 1nanifie sto, que una de las ca racterí s 
tica.s básicas del desarrollo español ha sido asignar la n:1a--
yor parte de los fondos de inversión disponibles a destinos -
productivos para obtener la 1nayor ta1:m posible de crecirnien. 
to, reduciendo para ello al rn.Ínirno permisible, la.s inversio 
nes en infraestructura y que por ello, el desarrollo ha sido 
posible gracias a la utilización de la capacidad ociosa de la 
infraestructura instalada en épocas anteriores, especialn-ien 
te en los años 20. Con-io consecuencia se ha producido un -
aumento importante de la intensidad del uso del suelo urba-
no disponible, puesto que la inversión productiva se ha loca: 
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lizado en las ciudades buscando al mismo tiempo el mercado y 
el soporte infraestructural q~~ ofrecían, mientras que la inver-
sión en infraestructuras iba a las interurbanas (1). 
Este proceso, que de una u otra forma se da en las prim~ 
ras etapas de todo desarrollo económico en régimen de merca-
do libre, con los conocidos fenómenos acumulatorios urbano-in-
dustriales y los correspondientes trasvases de población activa-
cle la agricultura a la industria, ha sido estimulado por la 
orientación que tomó la política económica española en la déca-
da de los años 60, haciendo utópicos todos los intentos de des-
centralización postulados por la doctrina urbanística e inevita- -
ble la acumulación de personas y actividades en las ciudades. -
Este proceso que situaba el caso español en una fase "caliente" 
rn la que aparecían agudizados los problemas que otros. países-
europeos habían superado ya, tanto en sus aspectos demográfi- -
cos corno eco11Ó1nicos, haciendo rnás difícil ·su solución, parece -
estar en vías de an.J.inorar su ritr.no, a lo cual tratan de contri-
buir las directrices de a.cuerdo con las cuales se est5. prepara~. 
do el Cuarto Plan de Desarrollo Económico y Social. Ello, a -
su vez, coincide con el he cho de que en el momento actual hay 
dos aspectos de la situación que convie·ne considerar especial- -
mente pues introducen unas características diferentes respecto-
a la etapa inrn.ediatan1ente anteriorº 
Por una parte., está el hecho, a que ya se aludió anterior--
n1ente, de que esta política de aprovechamiento exhél;ustivo de .. 
las infraestructuras existentes toca a su fin> pues parece haber-
agotado sus posibilidades potenciales dando lugar a situaciones-
claramente inconvenientes y conflictivas, que además de dañar-
nota.blemente la calidad de la vida, compron1eten la eficacia del 
sistema econÓrrlico. 
Por otra parte, desde el punto de vista económico, parece 
también qu:_,~~- .. ~.l~.~~do el momento en que ~l ··G~b-Íerno le sería 
posible replantear la prioridad de asignación de inversiones - -
públicas, su reparto entre las sociales y las físicas, y dismi-
nu,ir la intensidad de in1pulsión de las inversiones productivas -
para aumentar las de creación de infraestructuras. 
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Ambos aspectos, agotamiento de la capacidad infraestructu-
ral existente y posibilidad de mayor inversión en infraestructu-
ras nuevas, parecen constituir, pues, el punto de arranque de-
una nueva. etapa en el proceso de urbanización, tanto más real 
y eficaz cuanto. m[1s enérgico pueda ser este cambio de orienta 
ción económica. 
2. ~as y_C?_mponentes del suelo urbanizado. 
El suelo urbanizado, soporte necesario del desarrollo, está con.s 
tituído adernás de por la estructura social, por la existencia de 
dos clases de infraestructura física: la infraestructura prirnaria 
o bztsica (forro.ad.a por las grandes obras relativas a las com.u--
nicaciones, al abastechniento y evacuación de agua, y al srn:rii--
nistro de energía) y la infra.estructura secundaria o final, que -
apoyada eri la primera hace posible el reparto y distribución de 
sus servicios hasta la edificación y la completa en detalle y 
acabaniiento. 
La producción de infraestructura. básica ha sido hasta ahora., 
en España, y lo es en todos los países, fundamentalmente tare.::1 
estatal, por el gran volumen de recursos que requie1·e. 
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Es de la competencia del Ministerio de Obras Públicas, que no 
cuenta con el presupuesto necesario para producción suficiente-
de infraestructura urbana básica. La inversión es, pr:oporciona.l. 
mente, bas·tante inferior a la de otros países europeos. 
La producción de infraestructura final se ha realizado tanto 
por el Estado, como por la Administración Local, como por - -
-los particulares. En todos los casos, esa producción debe es--
tar enmarcada dentro del proceso legalmente institucionalizado -
para ello, que adolece de tales lentitud y complejidad que en -.-
parte lo inhabilitan, aunque es de esperar que las correcciones 
del mismo que se prevén en el Proyecto de Ley de Reforma --
de la Ley del Suelo, sean bastante eficaces. 
Este proceso pasa por las siguientes etapas, y seguirá pasa~ 
do tambien por ellas después de la aprobación del citado Proye:=_ 
to de Ley. 
a) Calificación. El Suelo, antes de ser urbanizado, debe ha 
ber sido declarado apto para ello a través del correspo~ 
cliente plan urbanístico General, legalmente aprobado a -
través del oportuno procedírniento. 
b) Ordenación. El misrn.o Plan y su desarrollo en Planes - -
Parciales, a su vez debidarr1ente aprobados, define las - .. 
características de la forrna de utilización de ese suelo 
y de su ensamblamiento en el resto del territorio. 
c) Redistribución de la propiedad. Las previsiones del pla-
neamiento se superponen sobre el mosaico de propiedades 
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privadas que quedan?desigualmente afectadas. Es precisa 
una acción niveladora que reparta las cargas y los bene-
ficios. La vía es el Proyecto de Reparcelación, que exi-
ge --1a:ñibién· su tramitación. 
d) Urbanización. Tras las etapas anteriores puede acome- -
terse la realización de las obras tras la aprobación del 
oportuno Proyecto de Urbanización. 
Es importante señalar que así como la realización de la in 
fraestructura básica es competencia del Ministerio de Obras PÚ 
blicas, la calificación y ordenación del suelo lo es del Ministe-
rio de la Vivienda sin que existan claras vías de coordinación -
institucionalizadas para unificar las políticas de ambos, lo que-
en la práctica ha llevado a frecuentes inadecuaciones entre ellas 
que se traducen en. infraestructuras básicas no aprovechadas, 0 ·-
ilegalmente aprovecha.das po:r falta de calificación y ord,-;naciÓn-
de los terrenos adyacentes, o bien en ordenaciones urbé:tnÍsticas 
carentes de infraestructuras reales. 
Esta falta de la adecuada integración en una política co1nun., 
. 1 / . 
muestra. a trag1ca situación de desvalimiento en que se ene.u en--
tra la planificación urbanística para ordenar realn1e:n.te el desa-
rrollo urbano, al confirrnar la independencia que existe entre la 
programación de éste y los progran1as sectoriales de inversio--
nes. 
A esto hay que añadir que también la. realización de la infr~ 
estructura final es costosa y exige grandes posibilidades finan-
cieras, de gestión y de realización. Ello explica .que inch1 (; -·-
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suelo calificado, ordenado y con infraestructura básica pueda - . 
estar congelado sin transformarse rápidamente en suelo urba-
no efectivo y construible. En general no ex~.~!e~. en el país - -
empresas-urbani.zadoras de importancia suficiente para acome 
ter esta tarea en la medida necesaria. 
Insuficiencia presupuestaria para infraestructura básica, -
lentitud y complejidad del proceso institucional para produc- -
ción de infraestructura final, inadecuación de la organización 
de la Administración y ausencia de agentes privados de talla 
suficiente parecen ser algunos de los más importantes condi-
cionantes negativos ele la carencia de suelo urbanizado. 
3. La produsción de suelo urbanizado. 
El análisis de las experiencias realizadas en ni.atería de pro-
ducción de suelo urbanizado arrojaría, en esquemática sínte--
sis, un balance semejante al que se esboza a continuacié>n. 
Por parte del Estado existe la política sistem.áticarnente -
desarrollada desde 1959 por el Instituto Nacional de Urb~:uliza 
ción, creado expresarnente con esa finalidad, y que actúa a -
través de la urbanización de polÍgonos previamente expropia~ 
dot3 con lo que se elírnina uno de los elementos perturb;::.dores 
del proceso institucionalizado de producdón: la reparcelación. 
El INUR tiene posibilidades de saltarse también el requisito ~ 
de la previa calificación, a través de la oportuna legislación, 
(2). Por otra parte, el procedirniento de expropiación elirn.ina 
también otro fuerte inconveniente: el sobreprecio del suelo. 
1 o. 
', 
Con independencia de ~.ue la tarea del INUR haya supuesto 
un considerable esfuerzo de urbanización, y haya contribuído -
al éxito de algunos objetivos de los Planes de Desarrollo, no-
l}ay más .remedio que reconocer la gran insuficiencia del mis-
mo en relación con las necesidades a atender, siendo hoy bien 
evidente y conocido que a escala nacional esa tarea no ha da 
do los resultados esperados. 
A pesar de que el tarr1año de las actuaciones no ha hecho 
más que crecer con el tiempo, la tarea del INUR se plantea -
dentro de unos cauces defectuosos o in.adecua.dos que la impi-
den desarrollarse al ritmo requerido para tener verdadera- - -
mente una incidencia en el proceso de urbanización y dar una 
xespuesta válida al problema de la escasez y carestía de sue-
lo urbanizado. 
Estos defectos son de diverso signo. Las lin~itaciones pr~ 
supuestarias y la prolijidad de los inevitables trámites jurÍdi-
cos y administrativos conducen a una lentitud de realización - -
tal., que pasan unos cinco años desde que se inicia el trárn.ite -
de localización y delimitación ele un polígono hasta que las o- -
bras en él están terrninada.s. Por otra parte, el INUR esJ ta~ 
bien" en su actuación, víctirna ele la falta de coordinación ad- -
ministrativa, en· la rnedida en que su gestión puede quedar p~ 
ralizada, puesto que los polígonos necesitan poderse apoyar - -
en los servicios de infraestructura básica que, en principio, -
no crea el INUR, ya que su rn.isiÓn fué concebida con10 crea-
ción de infraestructura secundaria o final. Esto ha obligado, -
en algunas ocasiones, a que el propio INUR haya creado tam -
bién la infraestructura básica, o haya contribuído a ello, ·con 
el consiguiente aumento d~l coste del suelo de sus polígonos. 
Lo cual, a su vez, ha repercutido en cierto descrédito del -
organismo porque los elevados precios de venta resultantes -
no puede~-- .. ~?~12.~tir con los de emplazamientos libres apoya-
dos mejor o peor en infraestructuras existentes. En otras - -
ocasiones podría señalarse la falta de acierto en cuanto a la 
localización, lo que ha determinado una falta de ocupación -
de los polÍgonos, pese a las grandes inversiones en ellos --
realizadas, aunque en algunos casos este resultado sería - -
más bien imputable a la ausencia de las necesarias medidas 
polÍticas generales concordantes, como es evidente en el ca-
so de los polígonos de Descongestión de Madrid. En cual- .... -
quier ca.so resultan. ciertamente escandalosas esas infraes--
tructuras vacías y sin grandes posibilidades de utilización. 
Al margen del habitual sistema de expropiación ·seguido-
por el INUR, y acogiéndose al sisterna de com.pensación, el 
. } d 1 ". d ,,. d . organismo 1a cornenza o una pontlca e creae1on t;; as.ocia- -
ciones rnixtas que, en principio_, se piensa puede perrnitír la 
pTornociÓn de suelo sin que las inversiones sean Únicamente 
estatales~ ya que se está.n comprmnetiendo entes locales y -
Cajas de Ahorro. Aún es pl'onto para conocer resultado::?."' -
Otro tanto puede decirse, en cuanto a falta el.e experiencia., -
en relación con esa nueva rnodalidad. de preparación de suelo 
arbitrada a través del Concurso que en estos mon1cntos desa 
11. 
r-rol.la el Ministerio de la Vivienda en la provincia de Madrid, 
en la cual la participación privada es D1.ucho mayor. 
Cornparada con la labor del Estado, la preparación de -
suelo urbanizado por las Corporaciones Locales o por los - -
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particulares, es reducida (3), y por lo tanto más insignifican-
te aún en relación con la magnitud total del problema. Y ello-
con independencia de que puedan· señalarse algunas actuaciones 
de Diputaciones y Ayuntamientos claramente oportunas y de re 
sultados positivos. 
4. - Posibilidades de una actuación inmediata de cará.cter limitado .. 
A través de los cornentarios anteriores, se ha querido dar --
una panorámica de la situación y hacer una identificación de 
los rasgos más característicos de los problemas. Se pasa a -
continuación a la consideración de un conjunto de medidas co-
rrectoras, apoyadas en el análisis que precede. 
Conviene aclarar desde el principio que todo lo que se -
esboza aquí acepta co1no condicionante básico el papel primor-
dial y determinante que la planificación física debe jugar para 
rnantener la racionalidad y la cohei-encia global en el proceso 
de ocupación del territorio, entendiendo que cada vez 
,. 
Séra 
1nás posible, a pesar de las grandes dificultades a vencer, 
plantear el desarrollo nacional en el marco de unas opciones-
de mayor equilibrio territorial y que no debe ser cornpro·n1e-
tido ese equilibrio por la propiciación de una liberalidad irres 
ponsable en la localización de la oferta de suelo urbanizado. -
Las propuestas que van a continuación, se mantienen en la di-
ficultosa y crítica situación que busca el equilibrio entre una -
dirección planificada de la Administración y una participaciÓn-
irnprevisible de los agentes privados de la urbanización, en la 
mis1na línea en que está planteado el Proyecto de Ley de Re-
forma de la Ley del Suelo. 
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Según se ha visto, existen dos tipos de condicionamientos 
para que un terreno pueda ser transformado en suelo urbaniza-
do final. Uno deriva del hecho jurÍdico-aclD"liI?-i~trativo de que -
esté incluido ·en~·un plan de ordenación. El otro, del hecho físi-
co de que cuente realmente con infraestructura básica. 
El primero de ellos remite al proceso administrativo ins 
tituciona.lizado que ya se ha descrito. El segundo, concreta el 
ten1.a en el proceso material de construir esa infTaestructura -
y, a su vez, remite al problema de su financiación. Por ello, 
cualquier intento de aumentar la producción de suelo urbaniza~ 
do debe contemplar las posibilidades de incidir en esos dos - :... 
condicionamientos agilizando y superando poT una parte· el ac--
tual proceso institucionalizado de calificaciÓn-ordenación..,.repaE_ 
celaciÓn-uTbanizaciÓn, y por otra, aumentando la capacidad de 
inversión y las forrnas de financiación~ 
A continuación se atiende por separado a cada una de --
esas dos series de condiciona1nientos. 
4. 1. La corrección del proceso administrativo. 
Ya se dijo que el proceso a.drninistrativo preceptivo pa--
ra la producción de suelo urbanizado, adolece de lenti--
tud y cornplejidad tales que en parte lo inhabilitan. :E:llo 
es n~ás trascendente en el ca.so ele considerar una polÍii. 
ca ele preparación urgente de suelo. La experiencia 
muestra, en efecto, que ese proceso completo requiere-
un mínimo de cinco años y .r.nuy fre cuenternente de seis --
o siete. 
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También se ha dicho que el Proyecto de Ley de Refor--
ma de la Ley del Suelo aborda una importante modifica-
ción de ese proceso que tendrá repercusiones, favorables 
sobre su agilización. 
No obstante, es preciso señalar que dicho proyecto no -
puede resolver los problemas estructurales de· compete!?:_ 
cias que están planteados y que sus efectos tardarán en 
dejarse sentir. Por ello conviene considerar las posibili 
dades de una acción paralela de apoyo y cornplemertto. 
De las etapas del proceso, la Única que generalmente 
no plantea dificultades es la Última'. Los proyectos de 
urbanización son documentos claros de enunciación a los 
cuales la ingeniería da respuesta adecuada. Su materiali 
zación en obras que transforman el terreno tan-ipoco oír~ 
ce más problemas .que los puramente técnicos. Son pues 
las etapas anteriores las que requieren consideración. A 
'las dos primeras responde el Planeamiento. A la terce--
ra, la Reparcelación. 
4. l. l. El Planeamiento 
El Planeamiento es la garantía de coherencia y -
de racionalidad en la utilización y ocupación del-
territorio. Tanto en el marco jurídico vigente 
que define las características y el alcance del 
Planeamiento. en España (la Ley del Suelo), como 
en el Proyecto de Ley de Reforma de ese marco, 
la base del sistema administrativo de interven- -
ción sobre el territorio está en el Planeamiento 1 
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entendido como un intento voluntarista de inci--
dir sobre los procesos de desarrollo urbano y-
transformación del territorio para conseguir 
unos resultados de mayor racionalidad y conve-
niencia que los que se obtienen cuando esos - -
proceses son dejados a su dinámica espontánea 
o a ·1as decisiones inconexas. --Por tanto, al Pla 
neamiento le corresponde la calificación y la -
ordenación del suelo, es decir, la localizaciÓn-
de las áreas aptas para los diversos usos y la 
determinación de la estructura general que as~ 
gure su· funcionamiento. Entre los elementos -
fundamentales de esa estructura está, obviamen 
te, la infraestructura básica, cuya determina--
ciÓn es, por lo tanto, pieza clave en el Planea-
miento. No obstante, como ya se señaló, la or-
ganfaación administrativa actual hace difícil la -
integración del planeamiento de la infrae structu-
ra básica en el planeamiento de los usos del --
suelo, por estar respectivamente concebidos co-
mo funciones de dos Ministerios diferentes entre 
los que no existen vías institucionalizadas de - -
coordinación. Es este un primer punto importaE_ 
te a destacar como exigencia previa para todo -
lo que se dice a continuación y será objeto, co-
mo se verá más adelante, de atención especial-
en las conclusiones y recomendaciones, ya que-
influye de forma contundente en la racionalidad-
del proceso de producción de suelo urbanizado,-
el cual, como ya se ha dicho, es producto de -
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la existencia conjunta de infraestructura y plc.L--
neamiento del suelo, por lo que ambos condici~ 
nantes deben responder a una estrategia 
,, 
comun= 
coordinada. 
Dentro de nuestro marco jurídico, (y entende--
mos aquí lo mismo ·el vigente· que el que resul-
te tras la aprobación del Proyecto de Ley de R~ 
forma de la Ley del Suelo), los Planes Genera-
les son los instrumentos de Planeamiento espe--
CÍf:icos para la calificación y ordenación de sue-
lo, .aunque requieren inevitablemente del comple 
mento de los Planes Parciales para precisar la 
. ordenación con. mayor detalle en aquellas áreas;... 
que lo necesitan., La redacción, tramitadón y -
aprobación del Plan General y :Planes Pa:rciales, 
coni'o primera y segunda fases del proceso orto-
doxo, requiere un tiempo necesariamente largo -
y no pued_e pensarse en una fácil contracción del 
mismo por la complejidad técnica inevitablemen-
te inherente a los propios documentos y por las-
exigencias administrativas y garantías jurídicas -
de la tramitación. Por ta,nto, los Planes Genera 
les no son instrumentos que permitan fácil.mente 
acelerar a su costa el proceso de producción de 
suelo urbanizado, pero son la base Óptima para-
la calificación y ordenación de éste. De ello se-
deduce una segunda exigencia, que también ha- -
brá de pasar a las conclusiones y recomendacio 
nes; la necesidad de poner en marcha con carác 
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ter urgente, un programa de ámbito nacional -
de elaboración de planes que, dado el perÍodo-
que exige su redacción y aprobación, permita -
contar a medio plazo con siúi"-résultados, evi--
...... ,_,,:r·S::...,-..J.--... ,~ .... - •• - "".o;--",-•.~ 
tando que sigan acumulándose imprevisoramen-
te para el futuro, las dificultades que hoy en--
contramos para tener una base--en que apoyar -
una acción más coherente. 
Los Planes de Extensión, contenidos tarn.bién -
en nuestro marco jurídico, pueden constituir -
instrumentos Útiles de mucha más rápida efic~ 
cia que los Planes Generales por su menor --
. complejidad y por aunar en el mismo docume~ 
to la calificación y la ordenación del suelo en-
detalle (equivalente al papel que hacen juntos -
el Plan General y el Plan Parcial). Su validez 
debe estar limitada a casos específicos en fun-
ción de características concretas, siendo a evi 
tar el error que supondría la utilización de es-
te tipo de Plan como Único instrumento de Pla-
neamiento, por su insuficiente visión de conjun-
to y profundidad de análisis. Se puede, pues, 
proponer la utilización de esta figura como me-
dio de agilizar la pol:Í ti ca de suelo, condicionan 
do su uso a una tipología de casos previamente--
seleccionados y a unos horizontes ternporales r~ 
<lucidos, a completar siempre con el Plan Gene-
ral. 
En cuanto a los Planes Especiales que han sido 
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usados a menudo corno forma de tramitar pla--
neamiento parcial sin existencia previa de Plan 
General, parece muy conveniente volver a res-
tringir su uso a aspectos y-p·r-oblemas e speCÍíi-
cos, como establece el Proyecto de Ley de R5: 
forma de la Ley del Suelo, condicionando su -
utÜizaciÓn al sentido que el mismo le a signa, -
para evitar la confusión que su indebida utiliza 
ción ha creado. 
Finalmente quedaría, dentro del conjunto de fi-. 
guras de planeamiento que ofrece el marco ju-· 
rÍdico, la correspondiente a las Normas Subsi-
diarias, de 'escasa utilización en el pasado, pe-
ro adecuada para dos fines distintos, de acuer-
do con lo dispuesto en el Proyecto de Reforma-
de la Ley del Suelo. 
Por una parte, puede sustituir al Plan General-
en determinados municipios, proveyendo la ca-
lificación del suelo en todo el término (especial 
mente interesante a efectos de protección), sin-
la complejidad del Plan General. Por otra par-
te, puede constituir el instrumento adecuado p~ 
ra ·el establecimiento de criterios generales de-
amplio ámbito territorial (nivel provincial, por-
ejexnplo) para la calificación, protección y sal-
vaguardia del suelo y regulación de acciones s~ 
bre el mismo, al cual debieran someterse los -
planeamientos de menor ámbito, asegurándose -
así mayores garantías de coherencia entre 
ellos. 
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La utilización sucesiva o simultánea y coordi- -
.nada de estas figuras de planeamiento, dentro -
de un programa promovido para aumentar la --
producción de suelo urbanizado,. debe estar regu 
lada por los Organos responsables de la Admi~ 
nistración en función de consideraciones casuís 
ticas derivadas de las características locales.-
En términos generales puede recornendarse una 
actuación estructurada en función de la comple-
jidad de la problemática urbanística contempla-
da, tendente en todos los casos a dotar al te- -
rritorio de ese ingrediente necesario que, co- -
mo hemos visto, es el planeamiento, para po--
der optar a convertirse en suelo urbanizado. Y 
esa problemática admite una clasificación en si 
tuaciones típicas que permiten esbozar unas re-
comendacione s geüerale s de actuación, como las 
siguientes: 
a) Los núcleos urbanos de pequeña o media-
na. importancia y escaso desarrollo, general- -
mente externos a las áreas territoriales de de-
sarrollo urbano acelerado, sólo entrarán nor- -
malmente en un programa de producción de sue 
lo urbanizado en función de decisiones e speCÍfi-
cas de la Administración, contrarias a las ten-
dencias espontáneas, que deberían, a su vez, 
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estar condicionadas por estrategias generales -
de ordenación econÓmicá y ter.ritorial. De és- -
ta se de·ducirÍa la cuantificación de suelo a --
-=-·-~-~···~·P.1.".E:parar y, en función de su importancia, el -
tipo de planeamiento a desarr.ollar previamente 
En ausencia de esas circunstancias, e.1 desarro 
,. 1 ,, b Jlo de estos nucleos no p anter.tra pro le;rnas. es-
peciales de producción de suelo urbani+.ado. 
b) Los núcleos urbanos é:le pequeña o r.o.co:ia-
. t . . ,,. . .:¡ 
n<$- 1mpor anc1a inmersos en un procestJ 1~ap1:\H~ -
de crecimiento y carnbio, gen.eralmen.t<::~ o -
de la$ área:s territoriales d(~ influencia de las -
. grandes ciudades, o en áreas de desarrollo in-
d · 1 . t " . .nstr1a o ur1stico, plantean el p oblema de su 
dependencia y, por lo ta.nto,. la ne sidad de su 
. .' . _,. ·,. b't 
rnteg1·ac1on en arn i os rnás an1plios cuy·o pla- --
ne:;).r-'n..í.ent1.:) e:s-:t.:i.ble:ce el papel que le cor.tespon--· 
dti: a. cadd. núcleo. 
Puede ocurrir que ese planearr.i.iento superior -
exi;-;;f;a y tenga vigencia y validez, en cuyo ca--
" 1 • "' 1 1 so so .. b se requer1ra su comp· emehto a nivel -
de d.etalle que proporciona el Plan Parcial. 
Pero lo rn-c~.s frecuente en estos momento es -
qu.8 estos nÚcl·eos hayan quedado fuera de esos 
pLn1eamientos superiores, o que las previsio--
nts de ~stos hayan sido desbordadas por los -
procesos reales de crecimiento, en cuyo caso 
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existen dos exigencias contradictorias. Por una 
parte la integración en un planea1niento superior, 
necesariamente rorrtplejo y lento de elaborar, ·del 
que derivan las directrices_ g.~:o.e_rales de de5arro 
_....,.,_~·~·--~··llo· ordenado del núcleo. Por otra, la apremiante 
respuesta a las inaplazables necesidades del <lesa 
rrollo inmediato. 
Ante esta situación contradictoria se pod:da utili_ 
zar simultáneamente una terna de instrumentos -
que permitan orientar la toma de decisiones con 
diferente grado de urgencia. 
En primer lugar las Normas Subsidiarias permi 
· tirán tratar con cierta rapidez el suelo de todo 
el término municipal con carácter fundamental- -
me~te protector, para impedir su ocupáciÓn inc~ 
herente o inconveniente, relegando las acciones -
urgentes o inaplazables a localizaciones que, en 
principio,· ofrezcan menos riesgos o destruccio- -
nes. 
En segundo lugar, el Plan de Reforma Interior y 
de Extensión permitirá ordenar con detalle y op~ 
ratividad inmediata, el crecimiento a corto plazo, 
tanto dentro como fuera del casco urbano. 
Finalmente, debe acom.eterse desde el principio 
la redacción, o revisión si ya existe y está des 
bordado, del Plan General (Municipal o Comar- -
cal), que ofrecerá la visión a largo plazo, asu--
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miendo-, o rectj:ficando si es necesario- y po.<;;ible, 
las acciones anticipadas por las Normas o el -
Plan de .l:~xtensión. 
e) Las grandes ciudades y áreas metropolitanas 
no tienen m.ás tratamiento que a ti~aves del corre~ 
pondiente Plan General (Municipal o Gomar cal). 
Pero en estos mome:ntos, todos los núcleos urba-
nos comprendidos en este grupo cuentan con esa -
clase de planr::amiento, por lo CU'1.l, de cara. al -
problema de la producción de suelo urbanizado, 
cabe distinguir dos casos: que exista suelo califi 
cado disponible, o que el suelo calific'ado por el 
plan esté agotado. 
En el primer caso se tratar1a de movilizar es.e -
suelo, lo cual nos lleva al terreno de la g·estión 
que van1.oS a abordar después. En el. segundo, de 
calificar nuevo suelo, lo que, a su vez, nos de-
vue],/e al terreno del Planeamiento y de. la nece-
sidad de abordar con toda seriédad su reaJiza.,..- -
ción. En este segundo caso, y en situaciones de-
sesperadas de carencia de suelo, podría recurri~ 
se dentro de la Ley a la fórmula de la mo-difica-
ción del Plan General vigente, alterando el perí~ 
metro urbano de éste sin esperar a la Revisión. 
Esta fórmula debe ser n1anejada con extremo cui 
dado por los Organos administrativos y tendrá - -
tanta más justificación cuanto más adelantada es -
té la Revisión del Plan para basar en ella la ca-
lificación de nuevo suelo, o cuantas más posibili 
dades haya de realizar un Avance de planeamien-
to o unos estudios previos para orientar esa ca.lí-
4. l. 2. 
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ficación y alejarla de una peligrosa <lis ere ciona-
lidad. Por otra. parte no debe olvidarse el hecho 
importantÍsirn.o de que la aprobación del Proyec-
to de Ley de Reforma de la-- Ley-~del Suelo oblig_§._ 
rá a revisar estos planes para adecuarlos a sus 
nuevas dispos.iciones, siendo ese tramite el opor 
tuno para introducir las medida.s necesarias que 
aquí se recomiendan, o mejor aún, para utilizar 
las nuevas posibilidades que ofrece el citado Pro 
yecto de Ley. 
La repar celación. 
En cuanto a las dificultades que la Reparcelación 
introduce en el proceso administrativo para la -
producción de suelo urbanizado, son sobradamen-
te conocidas y han sido repetidamente señaladas -
como una de las causas de desbordamiento de 
aquel proceso, por un exceso de perL ccionismo y 
de rigor lógico, incompatibles con la celeridad con 
que se exige la respuesta al crecimiento urbano. -
La experiencia ha demostrado que se trata de una 
etapa prácticamente inviable como trámite genera-
lizado y obligatorio. 
En orden a la agilización del proceso que nos oc~ 
pa, es fundamental, por lo tanto, una reconsidera 
ción a fondo de esta etapa, que llevaría a alterar 
algunas de las fórmulas e2.::cesivamente complejas, 
por ese afan de per feccionisrno, del vigente Regl~ 
mento de Reparcelaciones. Por ello se estima que 
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en relación con este tema, basta que se adopten 
los nuevos conceptos sobre los que descar1sa la 
Re parcelación en el Proyecto de Ley de Reforma 
de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación 
(. 
Urbana, ya que en la reaÜzación de dicho texto 
legal se estudió precisamente muy a fondo aque-
lla problemática y las formas de superarla sim-
plificando su tratamiento. 
Hasta aquí las consideraciones correspondientes 
al primero de Jos condicionantes de la producción 
de suelo urbanizado: el proceso adrninistrativo de 
califica ciÓn- ordena e ión- re par ce lación- urbanización. 
Queda el segundo condicionante: la creación de -
infraestructura básica. 
4. 2. El aumento de la infraestructura básica. 
Ya se ha dicho anteriormente que por tratarse de una ac-
tividad fundamentalmente estatal, esto requería un determi 
nado planteamiento de la asignación de las inversiones pú-
blicas, concediendo mayor ~tenciÓn a los presupuestos des 
tinados a la creación de infraestructuras urbanas. A este 
respecto la solución a plazo inmediato, sería el aumento -
del presupuesto del Ministerio de Obras Públicas con par-· 
tidas necesariamente destinadas a la realización de infra-
estructuras urbanas previamente programadas de acuerdo 
con el Ministerio de la Vivienda. Complementariamente -
podría pensarse también en la_ utilización del INUR para -
realización de infraestructura básica, previamente progr~ 
macla de acuerdo con el Ministerio de Obras Públicas. 
25. 
Finalmente cabe pensar, como fórmula innovadora, en 
la creación de infraestructura urbana básica por la ini 
dativa privada. Pero todo esto plantea fundamentalrneE_ 
te problemas de gestión y financiacló'i1--en los que vamos 
a entrar a continuación. 
4. 2. l. Nuevas formas de gestión. 
Atendiendo a la existencia de los dos condicio-
nantes requeridos para la producción de suelo 
urbanizado (proceso adrr1inistrativo e infraestruc 
tura básica) se presentan, fundamentalrtrnnte, 
las siguientes situaciones iniciales en que pueden 
encontrar se los terrenos: 
A) Existe suelo calificado que cuenta con infra 
esfructura básica. 
B) Existe suelo calificado pero no hay infraes 
tructura básica. 
C) No hay suelo calificado. 
A continuación se enuncian 1 as recomendaciones 
correspondientes a cada caso. 
Para la movilización del suelo del caso A), y 
al efecto de señalar las fórmulas de gestión y 
financiación más oportunas, par e ce conveniente 
distinguir nuevamente tres tipos de áreas clasi-
ficadas según el grado de urgencia de su urbani-
zación .. En este sentido podría pensarse en unas 
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áreas de urgente urbanización, en otras de --
urbanización de interés destacado, y por fin -
en otras áreas en las que el interés de su ur 
banizaciÓn sea normal. 
Para las zonas clasificadas con el carácter -
de urgentes, parece que el sistema de actua~ 
ciÓn más idóneo sería el de expropiación to--
tal de los terren'os con la consiguiente ges- -
tión pública en el proceso, con simplificación 
en los trámites expropiatorios en tal manera-
que quepa una ocupación inmediata de los te-
rrenos, una retransmisión de la carga de la-
prueba de la legitimación a los propietarios, -
y con una valoración no sancionadora. 
Para el segundo tipo de zonas, que denomin~ 
mos provisionalmente como prioritarias, el -
sistema de actuación que se propone estaría-
basado en las siguientes líneas, en espera de 
poder utilizar el nuevo sistema de Proyectos-
de .:\.ctuación Urbanística contenido en el. Pro-
yecto de Ley de Reforma de la Ley del Suelo 
que tardará algún tiempo en hacerse operati-
vo:: 
a) El Órgano urbanístico competente delimi 
: .. ! taría la zona de actuación, mediante el co- -
rrespondiente procedimiento que garantizase -
una información pública para los propietarios 
afectados. 
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b) Una vez aprobada la delimitación se efe~ 
tuaría un concurso para la concesión de la 
gestión urbanística del sector delimitado, me-
diante pliegos de condiciones redactados por 
la Administración. La concesión tendría los si 
guiente s efectos: 
- Redacción del oportuno plan parcial de ord~ 
nación y de los proyectos de urbanización -
correspondiente. 
Redacción del oportuno proyecto de reparce-
lación. 
- Una vez aprobados los anteriores, se oper~ 
ría la cesión automática de la posesión de -
los terrenos en favor del concesionario, y -
la cesión en pleno derecho de los terrenos-
viales, verdes y de dotaciones en favor del 
Ayuntamiento u Órgano urbanístico. 
- Otorgamiento a los propietá..rios de derecho-
ª u~ porcentaje del volumen en proporción a 
la aportación inicial de los terrenos, con --
las deduciones que después se explicitarán. 
- Garantía real en favor de los propietarios -
sobre los terrenos a urbanizar para respon-
der de la adjudicación del correspondiente -
porcentaje .de suelo y volumen anteriormen-
te mencionados. 
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- D~terminación del porcentaje de volumen a -
ceder al concesionario corno pago por su 
gestión urbanística, de acuerdo con unos lí-
mites que habrían de establecerse con carác 
ter máximo respecto al derecho de los pro-
pietarios por su aportación de suelo y con -
carácter mínimo para et concesionario en --
pago de su gestión. No resulta tarea senci--
lla la determinación del anterior porcentaje, 
y de los límites entre los que debe moverse, 
ya que si. bbn hay zonas y poblaciones en -
las que el costo de urbanización puede ser -
el 50% del precio del suelo en el mercado, -
hay localidades en las que la escasez de su~ 
lo físico, puede hacer disminuir tal propor--
ción hasta un 20 por ciento o un 1 O por cieE_ 
to. Quizá la determinación del porcentaje pu-
diese efectuarse a base de fijarlo en cada ca 
so sobre la diferencia entre el valor comer--
cial del suelo y su valor urbanístico. 
- Cesión del 10 por ciento dei aprovechamiento 
lucrativo del sector delimitado, a favor del -
Ayuntamiento_ y Órgano urbanístico competente .. 
Finalmente, para las zonas en las que no exis-
tiese urgencia o. interés calificado en su urbani 
zación, sería de aplicación cualquiera de los --
sistemas de actuación previstos en la Ley del -
Suelo con las -modificaciones introducidas en el 
Proyecto de Reforma de la misma, y que res--
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petan la propiedad privada del suelo. 
Para la situación que plantea el caso B, es -
decir, existencia de suelo calificado, pero in-
existencia de infraestructura básica, pueden -
hacerse dos planteamientos, según que la ere~ 
ción de esa infraestructura la haga el Estado,-
como es habitual, o que, de acuerdo con una -
fórmula innovadora, se encomiende a la inicia-
tiva privada su creación dentro de un marco -
diseñado por la Administración .. 
El primer supuesto remite al caso A, una vez 
realizada la infraestructura básica, en el cual 
esta infraestructura es una especie de regalo -
de la Administración, lo que siempre ha plan-
teado la cuestión del rescate de las plusvalías 
creadas. Este tema, que está sin resolver a -
fondo en el derecho comparado, ha sido abor-
dado a través de la imposición de tasas de ur 
banización y equipamiento, repercutiendo los -
costes de la creación de esa infraestructura -
sobre los beneficiarios, lo cual plantea difíci-
les problemas técnicos de delimitación del á~ 
bito de los beneficiarios y de los grados de -
beneficio así como de distribución proporcio--
nal de .los costes. El tema, sin embargo, ha-
sido abordado en la nueva Ley de Carreteras-
y está pendiente de desarrollo real. 
Con independencia de que el Grupo de Trabajo 
~.,,.· . 
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llegue más tarde a un acuerdo sobre la conve 
niencia de recomendar la adopción de algún -
otro sistema de tasas, esta forma de produc-
ción de infraestructura básica debe contern- --
plarse fundamentalmente corno una inversión -
estatal no productiva directamente, pero pod~ 
rosarnente eficaz para la mejora de la cali- -
dad de la vida. 
El segundo planteamiento conducía a la inicia-
tiva privada corno realizadora de infraestruct~ 
ra básica a través de la fórmula del concur-
so adjudicable al ofertante que mejores condi-
ciones ofrezca a la Administración y a los - -
propietarios del suelo. Para que este tipo de-
gestión funcione adecuadamente parece necesa-
rio combinar la concesión de la infraestructu-
ra básica con la de la ejecución de la urbani-
zación final, es decir, que en este caso se --
añadiría al procedimiento descrito anteriorrne~ 
te para los terrenos en situación A, la gestión 
co::-respondiente a la infraestructura básica que 
en el caso B, no existe. En otras palabras, 
unificando realización de infraestructura básica 
e infraestructura final en la misma operación,-
que se desarrollaría en forma paralela a la - -
esbozada para el caso A. 
Finalmente, para los terrenos en situación C, 
es decir, aqué'llos que no cuentan con califi.ca-
ción urbanística, es evidente que lo primero -
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será dotarles de ese requisito a través de al-
guna de las formas de utilización de las figu-
ras de planeamiento de que se habló en el - --
apartado anterior, incluyéndolos en el corres-
pondiente programa. 
Pero junto a estas formas de gestión, aplica-
bles tanto a la Administración urbanística del 
Estado como a la de los Entes locales. y en -
la que destaca la figura del concesionario en-
estructuración de sus líneas generales, hay 
que pensar en la gama de posibilidades que 
para la actuación de los Entes locales_ nacen -
de la conjugación de las disposiciones de la -
Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbana (o su Reforma) y de las normas espe-
dficas del Régimen Local. 
La gama de sistemas que se ofrecerían se- -
ría la siguiente: 
- Gestión pública directa por el Ayuntamiento 
sin Órgano especial de Administración. 
- Gestión con Órgano especial de Administra--
ciÓn (Gerencia). 
Gestión pública indire eta: por e once sionario. 
- Gestión Privada directa: a través de la cons 
titución de sociedades anónimas municipales, 
de urbanización. 
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Gestión privada indirecta adquiriendo accio-
nes en Empresas urbanizadoras, en porcen-
taje inferior al 50 por 100. 
- Gestión por Empresa mixta . 
. Si analizarnos cada una de las zonas antes estudiada·s, 
desde la perspectiva de la acción municipal, tendría--
rnos: 
L - Zonas de urbanización urgente, donde se utiliza-
¡· rían las formas de gestión directa, con o sin Ór 
gano especial de administración. 
II. - Zonas de urbanización prioritaria. Podría utili--
zarse cualquiera de las formas de gestión, des-
tacando, junto al sistema concesional, la crea- -
ciÓn de una Sociedad Privada municipal actuando 
corno concesionario o una Empresa Mixta. 
III. - En las Zonas sin urgencia o-interés calificado,-· 
la ac¡;uación podría gestionarse utilizando cual- -
quiera de las formas previstas legalmente. 
Cuando se trata de llevar a cabo una acción urbanísti 
ca urgente, la eficacia debe primar sobre la justicia 
individualizada, sin perjuicio de mantener ésta en - --
unos límites que no se pueden sobrepasar. Así, frente 
a los sistemas de mantenimiento de la propiedad (en -
términos generales) en los casos _I y II sería prefere~ 
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te el sistema de expropiación que unifica las dos partes 
fundamentales del proceso urbanizador: aportación de --
terrenos (compra forzosa) y ejecución de la obra urba-
niza.dora. 
Pero cuando la urgencia no coin~ide con las dispo~ 
bilidades de financiación o las posibilidades de gestión -
(al carecerse de organización adecuada), la concesión -
del sistema o la privatización en la gestión parecen las 
soluciones más adecuadas. 
Analizadas todas las posibles formas de gestión, p~ 
recen más recomendables las siguientes: 
a) - La gestión directa con Órgano especial de adminis- -
tración (Gerencia) que puede otorgar una mayor capaci-
dad personal o de gestión. 
b) - La gestión pública indirecta, por concesionario, que 
. proporciona, junto a la mayor capacidad de gestión, una 
mayor capacidad financiera. 
c) - La gestión por empresa privada municipal, que ofr~ 
ce posibilidades de capacidad y régimen de gestión y de 
créditos privados, pudiendo, además actuar como conce 
sionario. 
d) - La gestión por empresa mixta, que a las ventajas -
de la concesión, añade las derivadas de la participación 
en los beneficios del concesionario. 
En cuanto a la forma admitida por el Reglamento 
de Bienes, de participación en sociedad privada urba-
nizadora, en cuantía inferior al 50 por 100 de sus 
acciones, Únicamente beneficia a la Administración en 
cuanto que la participación en los rendimientos socia-
les es un forma de reversión, proporcionada al capi-
tal aportado, en beneficio de la comunidad. 
En cualquier caso y para evitar que los preceptos 
de la Ley del Suelo relativos a las sociedades de ur-
banización y empresas de economía mixta, queden sin 
aplicación, hay que insistir en la distinción entre for-
mas. de gestión de servicios y formas de gestión de -
obras de urbanización. Para aquellas hará falta mun!_ 
cipalización, pero para las formas de gestión de la -
ob.ra urbanizadora la municipalización no parece nece-
saria s~ previamente hay un acuerdo de aplicación del 
sistema de expropiación total en los términos de los -
artículos 121, 122 y 123 de la Ley de Régimen del - -
Suelo, o en los correspondientes del Proyecto de Re-
forma de la misma. 
4. 2. 2. Nuevas formas de financiación. 
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La política de vivienda practicada en España ha condu-
cido, mediante el sistema de créditos a la construcción 
a la cr(ación en ·el país de un importante conjunto de -
empresas constructoras ayudando a la capitalización y 
lanzamiento de las mismas. Este efecto de la subven-
ción estatal a la vivienda debe hacer pensar en la pos_! 
bilidad de desviar ese importante volumen de recursos 
hacia la subvención a la urbanización, teniendo en -
cuenta que hoy ya no es tan necesario ni tan decisi-
vo, en la polÍtica de vivienda. Esta conversión de la 
subvención a la vivienda en subvención a la urbaniza 
ción puede ser una forma de contribuir a la forma- -
ción de esas empresas urbanizadoras que, como se -
dijo, faltaban en el país. 
Independientemente de esta vía, la captación de -
recursos para financiar la producción de suelo urba-
nizado puede hacerse en España acudiendo a los gr~ 
pos institucionales de crédito que son Bancos Comer 
ciales, Bancos Industriales, Cajas de Ahorro y Cré 
<lito Oficial. 
A) Bancos Comerciales. 
35. 
Los Bancos Comerciales pueden aplicar sus -
recursos libremente en un porcentaje del 72% ( apro-
ximadamente). La banca suele utilizar dichos recur-
sos para la financiación a corto plazo y raramente -
destina parte de los mismos a operaciones a largo --
plazo, como pudiera ser la promociór. de suelo urba 
nizado. No puede esperarse que los Bancos Comer--
ciales aporten los recursos de libre destino al suelo 
ya que cuando operan a medio y largo plazo lo ha-
cen en función de atender a empresas del grupo ban 
cario pero raramente a otros prestatarios particularES. 
Sin embargo los Bancos Comerciales tienen -
obligación de destinar un 22% de sus recursos a la -
adquisición de fondos públicos al menos el 13% y el 
resto a la. adquisición de otros activos que fundamen 
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talmente representan préstamos a la exportación o a 
la producción de maquinaria y grandes bienes de e- -
quipo. Los fondos públicos son recursos que van a p~ 
rar al Crédito Oficial y por tanto ya hablaremos de-
ellos al hacerlo de las Entidades Oficiales de Crédito. 
No obstante, el coeficiente de inversión destina 
do a otros activos, aproximadamente el 9%, es una -
de las posibilidades claras. para financiar suelo urba-
nizado: Para captar parte de los recursos computa- -
bles al coeficiente de inversión debe tenerse en cuen 
ta que habría de competirse con otros activos ( expoE_ 
tación, maquinaria y bienes de equipo) cuyas condici~ 
nes financieras son del tipo de interés aproximado al 
7% (incluyendo comisiones) y plazos de 3 a 5 años. -
La seguridad que supone el prestar para producir sue 
lo, mediante garantía hipotecaria, puede hacernos 
pensar que las Cajas verían bien la adquisición de es 
te activo aunque los plazos superiores a 5 años que -
habrían de fijarse no seríán- muy atractivos. Es inte-
resante tener en cuenta que dicho coeficiente de in- -
versión no está cubierto totalmente por la Banca, por 
cuanto ha depositado en la Caja General de Depósitos 
unos 12. 000 millones (al 2%) lo· que indica una canti-
dad de recursos disponibles para otros .activos como -
puede ser el suelo urbanizado. Mucho más seguro - -
sería el que dentro de dicho coeficiente de inversión -
se exigiera al menos un porcentaje. Por ejemplo, el -
1% para activos representativos de suelo urbanizado, -
aunque dicha medida seguramente no estaría bien vista 
por la Banca Comercial. 
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. B) Bancos Industriales. 
Los Bancos Industriales' también tienen obliga-
ción de mantener un coeficiente de inversión del 8% 
por lo que los comentarios anteriores de la Banca -
Comercial son generálizables a los Bancos Industri~ 
les. Sin embargo, la parte disponible de recursos de 
los Bancos Industriales, tradicionalmente orientada -
a préstamos de 3 a 5 años a tipos de interés del 
10-12% y en menor importancia a préstamos de 5 a 
s. años y a tipos parecidos, sí que podría destina:·se 
en cierto modo a suelo urbanizado, quizás particu- -
larmente el Industrial, ya que este tipo de actividad 
•. no está alejado de las condiciones crediticias y de la 
filosofía de los Bancos Industriales. 
C) Cajas de Ahorro. 
Las Cajas de Ahorro tienen reglamentado el-
destino del 70% de sus depósitos. Así están obliga--
das a mantener un 40% de sus depósitos en efectos-
pÚblicos (deuda pública y obligaciones del I.N.I.) y 
obligaciones privadas calificada~ por la Junta de In-
versiones. Asimismo el 30% de sus depósitos debe -
destinarse a la concesión de préstamos en condicio-
nes preíerenciales a determinados sectores que son, 
por orden de. importancia, equipo agrícola, nuevas-
inver siones industriales, construcción y actividades_ 
sociales. El 30% restante es de libre disposición. 
La colocación de recursos por parte de las -
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Cajas de Ahorro en la promoción de suelo puede -
proceder de cualquiera de las tres vías antes cita-
das y, sin lugar a dudas, las Cajas de Ahorro -
pueden ser instrumentos crediticios esenciales en -
una política de financiación de suelo urbaniZado. 
En efecto, en cu~nto se decida que una em-
presa urbanizadora necesita· fondos a largo plazo es 
suficiente que sus obligaciones se califiquen por la-
Junta de Inversiones para que las Cajas de Ahorro-
cubran la emisión al igual que cubren las del INI., 
deuda pública y otras calificadas. El problema cOE_-
siste sólamente en manejar el volumen total que - -
representa ese 40% de inversión obligatoria, de tal -
forma que la calificación de títulos computables no-
supere a la cifra. La financiación de suelo es por -
tanto un problema de prioridad respecto a otras al-
ternativas de inversión nacional. 
Independientemente· del. sistema antes citado -
de· calificación de títulos de las Ca~ias de Ahorro~ - -
puede seguirse, y ambos sistemas no son excluyen-
tes, la captación de parte de ese 30% de destino en 
condiciones preferendales que ahora viene aplicánd~ 
se a equipo agrícola, bienes, etc. En tal sentido --
sólamente habría que autorizar el cómputo del suelo 
urbanizado en dicho porcentaje fijando unas condici~ 
nes financieras aproximadas a las de plazos de 8 -
años y tipos de interés del 8%. Si se quisiera ade-
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más que las Cajas de Ahorro aceptaran fácilmente 
estos títulos y financiaran por tanto el suelo sóla-
mente sería preciso una recO'mendación a las de -
carácter provincial o municipal por parte de las -
autoridades ya que las Cajas están controladas por 
los representantes de las Corporaciones. 
En cuanto a los recursos de libre disposi--
ción es más difícil esperar que se destinen a su!:: 
lo urbanizado a no ser que las autoridades que --
controlan las Cajas presionaran fuertemente, ye. -
que las Cajas tienden a adquirir títulos cuya ren-
tabilidad esté por encima de los préstamos de des 
tino obligatorio antes citados. 
En cualquier caso, y a título de ejemplo, -
téngase en cuenta que los depósitos de las Cajas-
de Ahorro pueden aumentar en un año al menos -
en 200. 000 millones de pesetas. La captación de-
sólamente el 10% de dichos incrementos supondría 
una financiación anual de al menos 20. 000 millo--
nes de pesetas. Estamos pues ante una vía muy -
Útil para la financiación. 
D) Crédito Oficial 
El Crédito Oficial destina sus fondos a aqu~ 
llas necesidades de la colectivl.dad que el Gobierno 
desee atender. Por tanto no hay inconveniente en -
operar en promoción de suelo urbanizado siempre 
40. 
y cuando el Gobierno lo dicte. 
Desde el punto de vista financiero los recur-
sos que maneja el Crédito Oficial proceden del -
coeficiente de inversión obligatorio de la banca -
privada, así pues, asignar una nueva tarea de - -
promoción de suelo urbanizado al Crédito Oficial 
no plantearía graves problemas financieros pues-· 
to que el manejo del coeficiente de inversión de 
la banca ha mostrado que la detracción de reCUE: 
so's ha sido, al menos durante los dos Últimos -
años, superior a las propias necesidades de fon-
dos. 
La canalización de recursos del Crédito Ofi-
cial· podría hacerse mediante la creación de una-
línea de crédito específica a la que podrían aco-
gerse los prestatarios potenciales para la prom~ 
ción de suelo urbanizado. Desde el punto de vis-
ta. operativo dicha línea podría asignarse al Ban-
co de Crédito Local, para la promoción de suelo 
urbanizado a través de la financiación a las Cor-
poraciones Locales o también al Banco de Crédi-
to a la Construcción o ·Banco Hipotecario de Espa 
ña, en la medida en que se quisiera financiar 
a la iniciativa particular en dicho campo . 
.. 
Una de las precisiones importantes para que 
la financiación de suelo urbanizado fuera efectiva 
es la de definir claramente ·el prestatario de _lo"s 
4. 3. -
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fondos procedentes de las Cajas de Ahorro y/o del --
Crédito Oficial. En efecto, si se estableciese una nor 
ma por la cual puedan acogerse a la obtención de re-
cursos privilegiados los promotores de suelo, las Ca-
jas de Ahorro y el Crédito Oficial deberán tener cla-
ramente establecidos los potenciales prestatarios, y -
es posible pensar en que tales prestatarios pudieran -
ser las propias corporaciones como agentes urbaniza-
dores, empresas de carácter mixto con participación -
municipal y privada, asociaciones de propietarios de -
suelo, etc. 
Las ideas que acaban de exponerse requerirán un com 
plemento jurídico, ya que algunas de ellas exigen la -
modificación de disposiciones vigentes, tales con-io la-
Ley Reguladora del Crédito Oficial de 19 de Junio de-
l. 971, que determinan el alcance de los fondos públi-
cos y créditos y efectos españoles, y el Decreto de 
26 de Marzo de 1. 964. Ello permitiría conseguir que-
los_ créditos para actividades urbanizadoras tuvieran 
claramente la consideración de especiales, a efectos -
del coeficiente de inversión de la banca privada, o 
que un porcentaje fijo de los créditos especiales tenga 
que destinarse necesariamente a la financiación de ur-
banización. Análogamente, que los préstamos con des-
tino a urbanización fueran computables en el porcenta-
je de inversión obligatoria de las Cajas de Ahorro. 
La Potenciación del Instituto Nacional de Urbanización. 
Por todo lo que se lleva dicho hasta ahora se ha podi-
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do ver que existe una nec~sidad perentoria de crear --
agentes urbanizadores en el país. 
Con independencia de que estos agentes puedan ser pr~ 
vados, lo que plantea el problema de su manejo por la 
Administración, que nunca deberá perder las riendas --· 
de la dirección y del establecimiento de las reglas de -
juego en que aquéllos deban moverse, es evidente que a 
la propia Administración le conviene mucho tener su - -
propio agente urbanizador, para la puesta en práctica -
de muchas de las medidas que se .han ido proponiendo -
en este informe. Ello lleva a su vez a reconsiderar la 
situación y las posibilidades de actuación del Instituto -
Nacional de Urbanización, para superar los inconvenie~ 
tes que se expresaron al _referirse a su actuación. 
La fórmula que, en principio, parece que podría con- -
tribuir en gran medida a agilizar el desarrollo de la -
labor del Instituto y a favorecer su mayor eficacia y -
mejor engranaje en el conjunto de medidas propuestas, 
sería la de su conversión en Empresa Nacional, consti-
tuída como Ente autónomo de la Administración, . bajo la 
tutela del Ministerio de la Vivienda, con la finalidad de 
desarrollar la acción urbanística en todo el territorio -
nacional en régimen de Empresa privada y con el priv_! 
legio de expropiación. 
Su función respecto a los Municipios podría contem- --
plarse desde dos perspectivas: como beneficiaria .de la 
expropiación, con derecho de tanteo y retracto en las -
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concesiones o como Entidad pública que, con el Munici-
pio, forma un Consorcio gestionando la urbanización por 
cualquiera de los sistemas de la Ley y utilizando todas-
las formas de gestión previstas. Cabría también pensar 
en la promoción de filiales de ámbito provincial o local, 
que actuarían como Empresas de economía mixta desde 
el punto de vista municipal. 
Si para la gestión urbanística a través de Empresas m~ 
nicipales o sociedades locales de urbanización, fuese n~ 
cesaría la previa municipalización, a las Empresas mix-
tas y a los consorcios en que interviniera la Empresa -
Nacional se les eximiría de tal trámite. (Hay que tener 
en cuenta que los expedientes de municipalización se - -
instituyen más como garantía de los fondos públicos que 
como determinación de asunción de competencias an.tes -
no atribuídas a las Entidades locales, y desde el punto-
de vista de la garantía económica, la Empresa Nacio- -
nal colaborando en la gestión urbanística, supondría la-
que el expediente persigue). _ 
Las finalidades que cumpliría la Empresa Nacional se-
rían las siguientes, a título enunciativo: 
L Ejecución de los Planes de Ordenación urbana por 
cualquiera de los sistemas previstos en la Ley - -
del Suelo. 
2. Gestión de la obra urbanizadora a través de me--
dios jurídicos privados. 
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3. Gestión de venta de süelo, tanto del previamente -
urbanizado por ella, como del que, por organis- - -
mos públicos, pudiera encomendársele. 
4. Mejoramiento del ciclo urbanizador y de moviliza-
ción del suelo urbano. 
5. Ofrecer a los Entes urbanísticos la gestión de sus 
intereses (planificación, urbanización y edificación) 
a través de los servicios propios de la Empresa. 
Para el cumplimiento de estos fines podrá asociarse, -
constituyendo sociedades mixtas, no solo con Corpora-
ciones públicas, sino también con partícula res. 
La justificación estaría en que la Empresa Nacional de 
urbanización, tal como está concebida cumple con los -
tres motivos que el art. 59 de la Ley del Plan de De-
sarrollo establece para la creación de Empresas Nací~ 
nale s: insuficiencia de la iniciativa privada, convenien-
eia de impedir o combatir prácticas restrictivas de la-
competencia e imperativos de alto interés nacional. 
5. Necesidad de una actuación a largo plazo de carácter transforma-
dor. 
Pero si trascendiendo el carácter inmediatamente posibilista de --
las ideas que acaban de enumerarse, se nos permite adentrarnos-
por el terreno de lo deseable, aunque ello suponga encaminarse 
hacia objetivos más ambiciosos y más lejanos, acabaríamos esbo-
zando otras ideas en relación con otros aspectos críticos de la 
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cuestión aludidos a lo largo de esta propuesta de informe, cuya re 
solución requiere medidas de mayor envergadura. 
Hemos visto, en efecto, como influía negativamente en 
el problema, la inadecuada organización de la Administración es- -
pañola y su incapacidad para desarrollar una política coherente y -
coordinada de producción de suelo urbanizado armonizando la plan_! 
ficación territorial con la programación de las in versiones secto- -
riales sobre el territorio y, especialmente, la falta de unidad en-
tre el planeamiento urbanístico global y el planeamiento de las in-
fraestructuras urbanas, tareas hoy entendidas como competencias -
de distintos Ministerios sin vías institucionalizadas de coordinación 
y es cada vez más evidente que una política urbanística y territo--
rial, capaz de superar la situación actual, no puede formarse por-
piezas sueltas, elaboradas independientemente con la ilusoria espe-
ranza de que algún día lleguen a encajar en un mosaico coherente. 
Requieren el previo diseño de una estrategia general común, a cau 
sa de la naturaleza interdependiente de los fenómenos urbanísticos-
y del amplio contexto espacial, eco.nómico, social, administrativo,-
polÍtico, cultural, en que se inscriben y al cual deben ser inevita-
belemente referidos. Es lo que ha llevado en otros países a la ins 
titucionalización de políticas de planificación territorial de amplio -
alcance, que se configuran cada vez más como marcos generales -
de confluencia de los aspectos territoriales con los diferentes fac-
tores técnicos y humanos que, junto con la planificación económica 
contribuyen a fijar las directrices de la política de desarrollo na- -
cional. Ello viene .. a trascender los límites de la tradicional políti-
ca urbanística, pero no puede prescindir de ella. 
Pero esta planificación urbanístiéa y territorial no pue-
de llevarse a efecto con éxito si no existen para su concepción,.. 
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formalización y desarrollo unas condiciones de organización y de 
favorable disposición por parte de toda la Administración. Y es-
ta exigencia lleva a examinar la situación de· la Administración -
española en relación con la problemática de su intervención sobre 
los procesos de desarrollo urbano y transformación del territorio, 
ya que en estos momentos es bastante conocido que se encuentra 
en una lamentable impotencia en un terna de graves repercusiones 
económicas y sociales, de la cual, por ahora, no parece que ten-
ga orientaciones claras para salir, hasta el punto de que ha pod.!_ 
do plantearse públicamente la pregunta de si el control del desa-
rrollo urbano sigue siendo un objetivo del Gobierno, a pesar de -
las reiteradas y comprometidas declaraciones, siempre desmentí-
das por los hechos. 
Y esta necesidad de examen y reconsideración debería 
comenzar por el análisis de la contradicción existente entre las -
formas de acuerdo con las cuales vienen discurriendo en el país 
aquellos procesos de desarrollo urbano y transformación del terri_ 
torio, frente a las exigencias de racionalización de los mismos 
contenidas en los planteamientos y aspiraciones enunciados hace -
ya 18 años para una "política de suelo y ordenación urbana", co-
mo dice la Ley del Suelo, y hoy mucho más necesarios que en- -
ton ces; la contradic ciÓn entre un notable intento de institucionalizar 
toda una sistemática de intervención pública basada en un verdade-
ro arsenal de competencias conferidas por Ley a la Administración, 
y la realidad del desorden urbanístico y territorial, que pone en -
entredicho la validez de aquella institucionalización, o la intención 
de ejercer esas competencias. Ese análisis llevaría en primer lu--
gar a examinar las características del planeamiento territorial, su 
definición, sus exigencias y sus relaciones con el planeamiento sec 
torial, y especialmente con la planificación económica. 
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En efecto, la base del actual sistema· administrativo de 
intervención sobre el territorio está en el planeamiento, entendido -
como un intento voluntarista de incidir sobre los procesos de des~ 
rrollo urbano y transformación del territorio para conseguir unos -
resultados de mayor racionalidad y convenienciá que los que se ob-
tienen cuando esos procesos son dejados a su dinámica espontánea. 
En función de esta concepción ordenadora, el planea- -
miento puede limitarse a incidir sectorialmente sobre alg.uno de los 
aspectos parciales de aquellos procesos o, por el contrario, puede 
aspirar a intervenir en conjunto, ·condicionándolos globalmente. 
En el primer caso se tiene el planeamiento sectorial, 
que regula con visión especializada, aspectos concretos del proceso, 
en la medida en que condiciona o interviene en la localización espa-
. cial de los programas sectoriales (vivienda, transporte, industriali-
zación, educación, agricultura, etc.). En el segundo case se tiene 
el planeamiento integral, que aspira a que todas las actividades - -
sectoriales estén coordinadas dentro de una previa estrategia gene-
ral de ordenación espacial con objetivos comunes. 
Cuando existe un planeamiento configurado por su defini·' 
ción jurídica dentro de la segunda categoría, como ocurre en el ca 
so español con los planes de ordenación de la Ley del Suelo, éstos 
deben estar concebidos para servir de base espacial para el desa-
rrollo coordinado de los programas sectoriales. Por ello, para que 
esos planes sean yálidos, existe implícita la exigencia de que, una 
vez aprobados, vinculen incuestionablemente a todos los Órga;nos --
encargados de realizar los programas sectoriales incluidos, para -
que estos sean realmente ejecutados de acuerdo con las directrices 
y previsiones generales del plan, para lo cual se necesita como --
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condición previa, bién que e 1 Órgano planificador tenga indiscutible 
competencia y autoridad para diseñar los programas sectoriales, o 
bien que los planes sean el resultado de un proceso de recopila--
ción y armonización de todos los programas sectoriales producidos 
independientemente por los Órganos correspondientes a cada sector. 
En ambos casos se requiere a continuación, el compromiso de la 
realización sin alteraciones de esos programas, o el de la conside 
ración de las que fueran necesarias dentro siempre del contexto -
g.lobal. 
Vistas ~sí las exigencias de coordinación intersectorial 
que inevitablemente demanda el planeamiento integral, se compren-
den más fácilmente las dificultades que han encontrado los países 
que desarrollan este tipo de planificación, para realizar una políti_ 
ca coherente y satisfactoria, ya que la organización de la Adminis-
tración, heredada de épocas en las que estos problemas existían en 
medida muy reducida, no contaba con la adecuada configuración pa-
ra enfrentarse con acciones que exigen una coordinación tan estr·e-
cha entre los diversos sectores implicados, una obligación tan ex-
presa de los mismos de explicitar deter-minaciones (y de aceptar -
vinculaciones) localizadas espacialmente, y un ·compromiso de ac- -
tüación sos tenido temporalmente en los plazos, necesariamente lar 
gas, que requiere la planificación territorial. Esto es lo que ha ido 
dando lugar, en diversos paises, a· modificaciones sustanciales de -
la organización de la Administración en relación con el ejercicio de 
las competencias correspondientes a esta problemática. 
En el caso español es bien evidente que las condiciones 
de. organización administrativa distan mucho de ser aceptables. Las 
co~petencias urbanísticas del Estado y la tutela de los Municipios 
están nominalmente atribuidas al Ministerio de la Vivienda, quien 
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dirige, por lo tanto, la elaboración del planeamiento territorial -
integral, pero ello se hace sin respaldo real, por respeto a las -
competencias íntegras de los demás departamentos, que las ej er- -
cen independientemente sobre el territorio, y por ausencia de me-
canismos válidos de control y de autoridad ante los ayuntamientos 
encargados de desarrollar los planes. Existe una total incertidum-
bre en el país respecto a la validez y obligatoriedad del planeamien 
to territorial, atacado, puesto en evidencia y conculcado por la pr~ 
pia Administración, a pesar del rango y las características que la 
atribuye el ordenamiento jurídico. Una cierta actitud de "rebeldía" 
municipal ante el planeamiento, muy generalizada, corre paralela 
con el de·sinterés que por el mismo sienten los dmás Ministerios, 
que dejan así al de la Vivienda en condiciones en que no puede 
programar más que imaginariamente, el desarrollo ·urbano y la 
transformación del territorio, tal como tiene encomendado, ni tam 
poco ejercer los controles que le corresponderían. Existe así una 
real independencia entre el planeamiento territorial y_ los progra- -
mas de inversiones sectoriales que se producen con ignorancia y -
desprecio de aquél. Así, por ejemplo, el Ministerio de la Vivienda, 
no conoce la elaboración de los programas de autopistas y carrete-
ras, cuya localización es fundamental para cualquier ordenación que 
se haga del uso del territorio. A s,u vez el Ministerio de Obras 
Públicas no tiene en cuenta los planes territoriales del Ministerio -
de la Vivienda. Sólo existe, y no institucionalizada, una relación -
dificultosa muchas veces, para llegar a acuerdos no siempre cons~ 
guidos, en el trazado de las redes urbanas. Esta des conexión en -
este cas.o concreto, acaba de recibir una clara ratificación con la 
· aprobación de la nueva Ley de Carreteras, donde se ignora la exi~ 
tencia del Ministerio de la Vivienda en relación con la planificación 
de las redes viarías, que necesariamente habría de estar coordina-
da con la planificación territorial y urbanística que este Ministerio 
tiene encomendada. Por otra parte, conflictos graves se han produ-
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cido, como es sabido, con motivo de la localización de algún aero-
puerto nuevo sobre terrenos destinados en los planes a otros usos, 
y por la instalación de industrias sin tener en cuenta las consecuen 
cias de contaminación de aire y agua para las zonas residenciales 
vecinas. La situación se ha complicado más aún con la creación --
del Ministerio de Planificación del Desarrollo, con una Dirección -
General de Planificación Territorial, cuyas competencias, en rela-
, ción con las del Ministerio de la Vivienda, no se han definido, lo 
cual es especialmente grave en la medida en que los Planes Nacio 
nales de Desarrollo aumentan su incidencia en lo territorial, ya -
que es el Ministerio de la Vivienda el que, por otra parte, tiene 
encomendada la realización del Plan Nacional de Urbanismo. 
Esta falta de adecuación de la organización administra-
tiva para intervenir positivamente en la dirección de los procesos 
de desarrollo urbano y transformación del territorio en desarrollo 
de una política racionalizadora de cohereneias globales, parece, 
en una alta medida responsable directa de que esa política no se 
haya podido realizar al cabo de tantos años y de que nos encontre-
rnos ahora ante la opinión del país, en aquella situación de impo-
tencia a que antes se aludió. 
El proyecto de Ley de Reforma de la Ley del Suelo -
apunta en la dirección deseable cuando crea la nueva figura del -
Plan Director de Coordinación, encargado de establecer "el marco 
físico en el que han de desarrollarse las previsiones generales de 
la planificación eGonómica y social y, en particular, las de la po-
lítica de desarrollo regional". Su aprobación, en ausencia de otro 
Órgano adecuado, se atribuye en el proyecto al Consejo de Minis-
tros, precisamente para bus car "in extremis 11 una fórmula que - -
pueda garantizar obligatoriamente la confluencia de todos los sec-
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tores y el compromiso de los mismos en el posterior desarrollo, 
ya que queda claro que "las acciones en él previstas se llevarán 
a cabo por cada uno de los Departamentos ministeriales afecta- -
dos en las materias de sus respectivas competencias. 11 
Este nuevo tipo de plan responde como se vé, al inten 
to de mejorar la coordinación intersectorial de la Administración 
en cuanto a su actuación sobre el territorio, y de llenar el va- -
cío existente en el marco jurídico en cuanto a la previsión de - -
una base espacial adecuada para el desarrollo coordinado de los 
programas sectoriales en la escala territorial que éstos requie- -
ren normalmente, que viene a coincidir con la región. Se piensa, 
en efecto, desde hace tiempo, y así lo han recogido otras legisla 
dones, _que sin alguna clase de plan regional de coordinación no 
es posible encontrar el lugar de coincidencia de las distintas ini-
ciativas del Estado, de los entes locales y de los actores priva--
dos de la urbanización y de la transformación del territorio. Sin 
plan regional parece estar claro que no se puede evitar el caos -
de competencias y la superposición de poderes, y que sin encua-
dre en planes regionales de coordinación todos los demás planes-
están destinados al fracaso porque todos los problemas de la pl~ 
nificación del territorio son indisolubles, tanto entre los di ver sos 
sectores, como entre las unidades territoriales menores, como -
en los plazos de ejecución. Pero esta exigencia de planeamiento -
regional, lleva consigo la del correspondiente Órgano de gestión, 
intermedio entre los Órganos centrales y los locales. 
Por todo lo dicho puede verse que una preocupación fi-
nal de esta propuesta de informe, debería ser la de abogar por -
una más ~acional disposición del mecanismo completo de planifi--
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cación, lo cual, de acuerdo con la experiencia internacional com-
porta necesariamente la existencia de los siguientes niveles: 
1 º· - Un Órgano de dirección central con poder indiscutible para: 
a) unificar y coordinar la programación de las inversiones, 
tanto en el espacio como en el tiempo, estableciendo el 
orden de prioridad. 
b) decidir las directrices para regular el desarrollo físico 
sobre el territorio. 
c) integrar la planificación económica con la territorial. 
Esto llevaría a discutir el papel de los diversos Ministe--. 
rios (en especial los. del Ministerio de Planificación del - -
Desarrollo, de Obras Públicas, y de la Vivienda) y el de,... 
la Presidencia del Gobierno. 
2Q. - Organos regionales intermedios para traducir las directri-
ces del nivel superior sobre la unidad territorial adecuada~ 
coordinando las inversiones estatales con las de otros Ór g~ 
nos de la Administración, como las Diputaciones Provincia 
les. 
Esto llevaría a discutir las posibilidades reales de una re-
gionalizaci~J\ administrativa, sus ventajas e inconvenientes, 
o bién las de una solución más posible como sería la adoE 
ción de las provincias como unidades territoriales de pla--
nificación, aunque no sean las Óptimas, lo cual, a su vez 
. .1 
exigiría estudiar el papel de las Diputaciones y de las -
Comisiones Provinciales de Servicios Técnicos, . y la P<2.. 
sibilidad de crear Mancomunidades de Diputaciones, en -
casos en que la provincia se quede claramente pequeña.-
32. - Organos locales de planificación y gestión, a través de -
'~ los cuales la planificación regional o provincial se con--
creta en planes detallados de usos del suelo, y se coor 
dina la acción de la Administración con la de los parti-
culares. 
Esto requiere, como mínimo, en nuestro caso, una re-
consideración a fondo de la actitud municipal frente al -
terna de la urbanización. 
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Con lo que acaba de exponerse se ha tratado de poner 
de manifiesto alguno·s de los aspectos fundamentales de la insa 
tisfactoria organización de la Administración española en ma--
teria de urbanismo y ordenación territorial y de su inadecua--
ción para desarrollar las competencias que tiene encomendadas. 
Pero sería temerario empeño en relación con este te-
ma tratar de esbozar a continuación unas propuestas concre- -
tas encaminadas a producir correcciones inmediatas, ya que!-
si bien puede detectarse y describirse en lineas generales la-
situación, no existe aún la suficiente información de detalle 
como para poder proponer los arreglos oportunos. Por ello 
parece que, aunque sea posponer las soluciones, y a pesar de 
la urgencia de las mismas, es necesario empezar por un aná-
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lisis de la situación que, aunque parezca extraño, aún no ha -
sido hecho más que de forma muy general en algunos trabajos 
encargados por la OCDE y referidos fundamentalmente a la - -
economía. De lo contrario, cualquier medida que se tome en -
función de apreciaciones más o menos intuitivas, corre el 
riesgo de ser inoperante o contraproducente. 
Por ello, lo que si puede hacerse es proponer una - -
investigación en profundidad sobre la relación real existente -
entre la forma en que se están produciendo en España· los pr~ 
cesos de desarrollo urbano y ocupación del territorio, y por -
otra parte, la intervención en los mismos de la Administra- -
ción, comprobando cómo se verifica en la realidad esa inter--
vención, cuáles son sus planteamientos básicos, sus conse- - -
cuendas, dónde se encuentran sus fallas funcionales, sus cru 
ces de decisiones, sus contradicciones, sus duplicidades, sus 
superposiciones, sus divergencias, sus vacíos y sus insuficie~ 
cías, tanto en el orden institucional, como en el funcionamien 
to real. Esta investigación debería dar por resultado un infor 
me sobre la situación general de la organización y del funcio-
namiento de la Administración española en relación con los - - · 
procesos de desarrollo urbano y transformación del territorio, 
a partir del análisis de las funciones y las competencias de -
los Órganos cuya actuación incide sobre aquellos procesos, y -
de la forma en que realmente son desempeñadas esas funcio--
nes y competencias, como primer paso para diagnosticar con-
conocimiento d~ causa la situación y poder proceder acertada-
mente a su corrección en su momento. 
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6 ~ - Conclusiones. 
Con lo que acaba de decirse quedaría completo el cuadro de -
·ideas de esta propuesta de Informe. Es pués el momento de -
sintetizar su contenido, resumiendolo en unas conclusiones que 
puedan dar paso a unas recomendaciones concretas y operati--
vas para producir una acción inmediata. En virtud de ello, se 
proponen pués las siguientes conclusiones: 
lª. - La situación de las principales ciudades españolas es gr~ 
ve, y esta gravedad tiende a aumentar, en cuanto a su -
funcionamiento y a la degradación de la calidad de la vi-
da en ellas. Ello puede empezar a comprometer la efic~ 
cia del sistema económico y exige una toma de concien-
cia por parte de la Administración, en cuanto a la posib_!. 
lidad de reconsiderar las inversiones estatales, empeza~ 
do a aumentar las correspondientes a infraestructuras fí-
sicas urbanas. 
2ª. - Si s.e examina el proceso de P!oducción de suelo urbani-
zado se vé que existen unos factores previos, de carác-
ter administrativo, que contribuyen a paralizarlo o retra 
sarlo. De ahí la necesidad de introducir medidas agiliz~ 
doras eri ese procedimiento administrativo que, a través 
de las disposiciones jurídicas, pone al terreno en condi 
dones de aptitud para su urbanización, de acuerdo con -
una racional ordenación del territorio, previamente esta 
blecida por el planeamiento urbanístico. 
Aunque el Proyecto de Ley de Reforma de la Ley del 
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Suelo ha introducido importantes modificaciones en ese 
proceso, que habrían de tener favorables repercusiones 
en el mismo, no se puede ignorar que aquella reforma 
jurídica no se plantea como una revisión de las bases-
de la política urbanística, no aborda el tema de la ina 
decuación de la organización administrativa que se ma-
nifiesta incluso en la frecuente imposibilidad de elabo-
rar un planeamiento realmente serio, por reparto· de -
competencias fundamentales entre Órganos no coordina-
dos. 
Por ello se hace necesario, junto con las medidas agi-
lizadoras a introducir inmediatamente, el estudio de la 
reorganización de competencias administrativas, como-
resulta también de otras consideraciones que se reco--
gen en las conclusiones 4a y 5ª. 
3ª. - Para que la agilización del proceso administrativo, a -
que se acaba de aludir,. dé los frutos deseables, debe-
ría ir acompañada de otra serie de medidas que, a su 
vez, aseguren mediante simplificaciones e innovaciones., 
la agilización de los procedimientos de gestión y finan-
ciación, ya que también se han revelado como poco eª-
caces, las actualmente empleadas, incluyendo la actua-
ción del Instituto Nacional de Urbanización. 
4a. - La organización de la Administración española y sus --
formas de intervención en los procesos de desarrollo -
urbano y transformación del territorio, son claramente 
inadecuadas para desarrollar con éxito una política co-
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herente y global de dirección de esos procesos y de -
producción de suelo urbanizado, armonizando las direc 
trices de una necesaria e inexist"ente ordenación terri-
torial con las de las diversas programaciones sectori~ 
les de las inversiones, a causa de la fragmentación, -
superposición e indefinición de competencias entre los 
diversos Órganos que intervienen de hecho independien-
temente, condicionando con sus decisiones y actuacio.;,• 
nes parciales la transformación del territorio. 
La situación es suficientemente compleja como par ;i --
que no se puedan proponer medidas inmediatas, aunque 
la introducción de los Planes Directores de Coordina- -
ciÓn y la restauración de la Comisión Central de Urba 
nismo, como prevé el Proyecto de Ley de Reforma de 
la Ley del Suelo, pueden contribuir a paliarla. 
Pero si se desea conocer realmente a fonc:l.o la forma -
en que esa inadecuación de la organización administra-
tiva influye negativamente en el proceso, y en que me-
dida podía ser mejorada por las adecuadas modificacio 
nes mínimas, es necesario proceder a un estudio sist~ 
mático, no necesariamente muy largo, del marco institu-
cional y de su funcionamiento. 
5ª. - A partir de ese conocimiento será posible acometer de 
forma adecuada la necesaria reforma estructural de la 
Administración en esta materia, para ponerla de acuer 
do con las exigencias que se derivan de la necesidad -
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de coherencia y racionalización de los procesos de -
urbanización y transformación del territorio y, dentro 
de ellas, la ordenada producción de suelo urbanizado. 
7. - Recomendaciones. 
Las conclusiones anteriores se refieren a: 
a) aumento de inversión estatal en infraestructura urbana. 
b) agilización del proceso jurídico de producción de suelo 
urbanizado. 
c) agilización de los proc edirnientos de gestión y financiación .. 
d) estudio del marco institucional para detectar sus disfun- -
cionalidades. 
e) corrección estructural del marco institucional. 
Los puntos a), b), c) representan objetivos concretos con -
posibilidades de ser abordados inmediatamente. 
El punto d) también puede ser abordado inmediatamente, pe 
ro remite a un plazo más dilatado. 
El punto e) aparece como consecuencia del d) y por lo tanto 
se sitúa en una perspectiva a largo plazo, indeterminada y 
pendiente de decisiones políticas. 
Por lo tanto, en una primera formulación de recomendado-
... 
nes habría que distinguir, al menos, dos Órdenes tempora-
les. 
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Por otra parte, si se repasa el contenido de este informe, 
se verá que constantemente se. ha aludido a ciertas medi-
das que, concordantes con la intención que lo anima, es-
tan anticipadas en el Proyecto de Ley de Reforma de la 
Ley del Suelo, lo cual introduce una nueva consideración 
ya que la actuación que se propone quedará facilitada si 
aquel proyecto de Ley queda aprobado en plazo próximo , 
como es de esperar, con lo cual, algunas de las medidas 
propuestas en el informe entrarían automáticamente en - -
funcionamiento y no requerirían disposiciones normativas -
especiales. 
También es necesario hacer otra observación en relación 
con la conveniencia de tener en cuenta el calendario de -
los Planes de Desarrollo, ya que todavía se está a tiempo 
de que el IV Plan, actualmente en elaboración, incluya al-
guna estrategia concordante con la que se puede deducir -
de este informe, mediante el oportuno conocimiento y dis-
cusión del mismo por la Comisión correspondiente, con lo 
cual esa estrategia ganará en apoyo e institucionalización. 
Por lo tanto, parece conveniente y ne ce.sario, a efectos -
de su instrumentación operativa, estrudurar las recomen-
daciones finales en dos apartados correspondientes a dos· -
etapas diferentes. La primera etapa correspondería a la -
situación a·ctual, mejorada si se aprueba, como es de esp~ 
rar, el Proyecto de· Reforma de la Ley del Suelo y la se-
gunda correspondería al período de vigencia del IV Plan de 
Desarrollo. Durante la primera, sería necesario arbitrar -
las medidas adecuadas para poner en mar cha la estrategia 
deducida de los puntos a), b) y c). Durante la segunda, 
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esta estrategia estaría amparada por las oportunas dispo-
siciones incluÍdas en el IV Plan de Desarrollo. En cuanto 
a las medidas correspondientes a los apartados d) y e), -
se estima que deben emprenderse inmediatamente las co-
rrespondientes al d) que harán posible en su momento -
las del e), con independencia de las correspondientE!S a los 
puntos a), b) y c). 
Resumiendo, se proponen las siguientes recomendaciones: 
Primera Etapa. (Hasta la entrada en vigor del IV Plan de 
Desarrollo). 
1 ª. - Otorgar una dotación económica especial al Ministerio 
de Obras Públicas, necesariamente destinada a la re~ 
lización de un programa urgente de infraestructuras -
urbanas precisamente, establecido de acuerdo con el 
Ministerio de la Vivienda a efectos de su· coordinación 
con los planes de ordenación urbana y de la colabora-
ción en su realización, si se estima oportuno, del - -. 
Instituto Nacional de Urbanización, ya que en algún c~ 
so puede ser conveniente complementar las infraestru~ 
turas puramente físicas con otras de tipo social, como 
parques y jardines, o reservas de usos diversos. 
2~. - Lanzar una operación urgente de planeamiento urbaní~ 
tico a es cala nacional, programada por el Ministerio -
de la Vivienda con una dotación económica especial -
para ello, en colaboración con los Ayuntamientos inte-
resadas, utilizando sucesiva o simultáneamente las di-
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versas figuras de planeamiento que provee la Ley -
del Suelo, de acuerdo con las características concr e" 
tas de cada núcleo urbano considerado y según la --
estrategia tipificada en el apartado 4. 1. 1. de este -
informe. 
3ª. - Empezar inmediatamente los estudios concretos ne-
cesarios para que, a través de las disposiciones no~ 
mativas pertinentes, puedan ponerse en funcionamie~ 
to los procedimientos de gestión y financiació~ expue~ 
tos en los apartados 4. 2. l. y 4. 2. 2. de este informe, 
señalando las competencias y obligaciones de los Órg~ 
nos administrativos que hayan de actuar. 
4ª. - Proceder a la transformación del Instituto Nacional -
de Urbanización en Empresa Nacional, con lo"s obj et.!_ 
vos, funciones y características que se exponen en el 
apartado 4. 2. 3. 
5ª. - Proceder a un estudio sistemático sobre la relación 
real existente entre los procesos de· desarr.ollo urbano 
y transforrnación del territorio, y la intervención en -
los mismos de los Órganos de la Administración, com-
probando como se verifica esa intervención y cuales -
son sus inadecuaciones. 
Etapa Segupda. (Coincidente, en principio, con el IV Plan -
de Desarrollo). 
1 ª. - Institucionalizar dentro del IV Plan de Desarrollo, la 
línea de crédito necesario para una política de infra-. 
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estructuras urbanas de acuerdo con una programación 
establecida en el propio Plan. 
2ª. - Continuar la política de planeamiento u;rbanístico y - -
poner en :marcha un programa de planes directores -
de coordinación (presumiblemente institucionalizados -
entonces --por la aprobación del Proyecto de Ley de 
Reforma de la Ley del Suelo) siguiendo directrices 
del IV Plan de Desarrollo. 
3ª. - Continuar la política de gestión urbanística señalada -
en las conclusiones 3ª y 4ª de la primera etapa. 
4ª. - Proceder a la modificación de la organización de la -
Administración española en materia de urbanismo y -
ordenación territorial, adecuándola a las exigencias -
que demanda la resolución de los problemas plantea-
dos, y en base al conocimiento real de los defectos -
de la organización actual que habrá proporcionado el 
estudio de que se habla en la sª recomendación de la 
primera etapa . 
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